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El plan Colombia: El escalamiento 
del conflicto social y armado • 
Piedad Córdoba Ruiz •• 

El conf'icto colombiano es crónico, cruento y complejo. Una sociedad constmida sobre la 
· exdusicn, la corrupción. la violación de los derechos hltnlflnos y la opresión, desde tiem­
po atrás viene gmerando odios, poca legitimidad de las i11.rtitucione.r y violencia. La· 
confrontación amtada es una de las expresiones del conflicto social y político. El fenó­
meno del narcotráfico, protuberante desde los aiios setenta del siglo XX, es resultado de 
los problemas estructurales del pals pero también ha potenciado las patologías que ca­
racterizan a la sociedad colombiana. 

El 2000 se inicia bajo una grave 

situación de penuria para el 

pueblo colombiano. Durante 1999 

el ingreso per cápita fue inferior en 

7% respecto a 1998. La producción 

nacional cayó 5,1% mientras la po-

blación creció 1 ,9%. Esta recesión 

económica, la más aguda del siglo 

XX en Colombia, se suma a los cró­

nicos problemas de desintegración 

social, desempleo y pobreza. 

La crisis golpea con intensidad 

a las familias de. los estratos de in-

•• 

N del E: En un artículo bajo el título: "lntervention in Colombia-Shades uf Vietnam", Ro­
bert E White ex-Embajador de USA en el Salvador y PMaguay, Presidente del Centrq de 
Política Internacional, señala: u Aunque el Presidente Clinton parece como si lo descono­
ciera, los $ 1.6 billones que él está requiriendo para luchar contra la producción de coca 
en Colombia incrementa la intervención en la guerra civil de otro pafs. Ni el Presidente, 
ni la Secretaria de Estado han dado al pueblo americano ninguna explicación coherente 
de cuales son los riesgos o lo que se espera ganar en Colombia o como una asistencia mi­
litar masiva pueden hacer algo más que empeorar las cosas. 
Como se ha informado por noticia de prensa, el Ecuador se "beneficiará" de aproximada­
mente U.S S 80 millones de los fondos aprobados para el Plan. Sin embargo el asunto, 
más allá de discutir la presencia militar en Manta, no es a profundidad conocido y deba­
tido por la sociedad ecuatoriana. 
Senadora de la Repúblic.a. Presidenta Comisión de DD.HH del Senado. Codiredora del 
Partido Liberal. 
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gre~o medio y bajo, a la vez la con­

centración de la riqueza se agudiza, 

favorece solo al 3% de los hogares. 

Dos de cada tres colombianos son 

excluidos, sin garantía de sus dere­

chos sociales, el 70% de la fuerza 

laboral se encuentra desempleada 

(18, 1 %) o en empleos precarios 

(28% subempleo y 54% informali­

dad), la tasa de homicidios sigue 

siendo la más alta en el mundo 

(30.000 asesinatos al año) y el nú­

mero de desplazados por la violen­

cia se acerca a dos millones de per­

sonas. Las instituciones sociales, 

tanto las asistenciales como las de 

poi íticas públicas, se resquebrajan 

producto del desfinanciamiento, la 

ineficiencia, la corrupción y el 

abandono de las responsabilidades 

constitucionales del Estado. 

Mientras se agudizan los proble-

. mas del país, miles de familias de 

ingresos medio y alto -en otra lucha 

por la sobrevivencia y la tranquili­

dad- optan por irse del país. Según 

los informes migratorios del D.epar­

tamento Administrativo de Seguri­

dad -DAS- durante 1999 emigraron 

200.000 legalmente colombianos. 

Los conflictos ambientales y el 

deterioro de la biodiversidad han 

agravado la situación cotidiana de 

un importante g_rupo de colombia­

nos. La naturaleza maltratada tam­

bién infringió dolor durante 1999. 

El terremoto del Eje CafetP.ro, el 25 

de enero, ocasionó 1 .300 muertes, 

200 mil damnificados y pérdidas 

por$ 2 billones. La ola invernal, po­

tenciada por la continua degrada­

ción ambiental, a lo largo del año 

afectó 25 departamentos y a 300 

municipios dejando 180 muertos y 
833.000 personas afectadas. Los 

pobres viven en. zonas geológica­

mente inestables. Las principales 

víctimas, tanto del régimen social y 
económico como las ocasionadas 

por los desastres naturales, son po­

blación que vive bajo condiciones 

de vulnerabilidad y exclusión. 

El deterioro en el nivel y calidad 

de vida de los colombianos viene 

generando tanto conflictos labora­

les, continuas explosiones sociales, 

paros cívicos, bloqueo de vías, to­

ma de instituciones, expresiones de 

protesta organizada en el ámbito 

nacional, como también la misma 

extensión de la guerra civil, reflejo 

de la crisis. Estos conflictos son re­

primidos con fuerza y judicializa­

dos, sin que encuentren espacios 

democráticos y pacíficos para su so­

lución. 



El Plan Colombia, en su redac­

ción original, lejos de sus promesas 

de paz, prosperidad y fortalecimien­

to del Estado, traerá para los colom­

bianos todo lo contrario, agudizan­

do los conflictos social, político, 

ambiental y armado. 

El Plan Colombia, sin legitimidad y 
viola la Constitución 

El Plan Colombia presentado al 

gobierno norteamericano es total­

mente desconocido en el país. Era 

un secreto que el Presidente de la 

República y su embajador en Was­

hington guardaban con recelo. 

La Constitución de 1991 esta­

bleció que cada gobierno debe ela­

borar el Plan Nacional de Desarro­

llo con participación activa de las 

autoridades de planeación, de las 

entidades territoriales y del Consejo 

Superior de la judicatura y someter 

el proyecto al concepto del Consejo 

Nacional de Planeación; oída la 

opinión del Consejo procederá a 

efectuar las enmiendas que consi­

dere pertinentes y presentarlo a 

consideración del Congreso, dentro 

de los seis meses siguientes a la ini­

ciación del período presidencial 

respectivo (artículo 341 ). 

En la parte general del Plan se 

señalan los propósitos y objetivos 
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nacionales de largo plazo, las metas 

y prioridades de la acción estatal a 

mediano plazo y las estrategias y 

orientaciones generales de la políti­

ca económica, social y ambiental 

·que .serán adoptadas por el gobier­

no. El Plan de Inversiones públicas 

contiene los presupuestos pluria­

nuales de los principales programas 

y proyectos de inversión pública na­

cional y la especificación de los re­

cursos financieros requeridos para 

su ejecución (artículo 339) .. 

El inciso tercero del artículo 341 

de la Constitución Política de 1991 

establece que el Plan Nacional de 

Inversiones se expedirá mediante 

una ley que tendrá relación sobre 

las demás leyes y que sus mandatos 

constituirán mecanismos idóneos 

para su. ~jecución y suplirán los 

mandatos legales existentes sin ne-. 

cesidad de la expedición de leyes 

posteriores. 

La Ley 508 del 29 de julio de 

1999 formalizó, según el mandato 

constitucional, el Plan Nacional de 

Desarrollo "Cambio para Construir 

la Paz" 1999-2002, de la adminis­

tración Pastrana. El objetivo funda­

mental del Plan Nacional de Desa­

rrollo presentado por el Gobierno 

Pastrana es la búsqueda y conserva­

ción de la paz, con el fin de ubicar 
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al país en una senda de crecimiento cursos administrados por las entida-

sostenible con cohesión social. Con des públicas 27,6%, endeudamien-

este objetivo se busca: to 18,7%, privatizaciones y otros 
5,1 %. De los U.S $ 23.300 millones 

• Promover la generación de ri­

queza, reducir significativa­

mente las tasas de desempleo, 

disminuir la pobreza y proteger 

un adecuado aprovechamiento 

del medio ambiente. 

• Ofrecer incentivos para la pro­

moción social y económica de 

la población, en igualdad de 

condiciones para la expansión 

de las oportunidades sociales. 

• Contribuir a la generación de 

una cultura de paz. 

• Mejorar la eficiencia y la equi­

dad en la asignación de los re­

cursos públicos, teniendo en 

cuenta criterios de ingreso y de 

redistribución ~egional y de gé­
nero1. 

El valor proyectado de estos 

programas en el Plan Nacional de 

Inversiones 'Públicas 1999-2002 es 

de U.S.$ 32.780 millones. Las fuen­

tes de estos recursos son: ingresos 

corrientes de la nación 48,6%, re-

que suma el Presupuesto General 

de la Nación para el año 2.000, el 

gobierno solo dispone 50,4% de lo 

requerido, correspondiente a ingre­

sos corrientes, para financiarlo. El 

déficit es cubierto mediante crédito 

externo, recorte de gasto social, au­

mento de impuestos y privatización 

de activos públicos. 

Por lo anterior, el conocimiento 

sobre las gestiones de búsqueda de 
financiamiento en el exterior para el 

Plan Colombia, por parte del go­

bierno, ha causado desconcierto en 

la opinión nacional. La administra­

ción. Pastrana, violando la Constitu­

ción Política, ha desconocido el 

Plan de Desarrollo aprobado por el 

CongrP.so de la República y lo ha 

suplantado por el Plan Colombia. 

El documento solo se conoce en 

su versión inglesa. Se redactó. con 

participación de asesores del De­

partamento de Estado de los Estados 

Unidos. Diez estrategias hacen par­

te del Plan: paz, economía, fiscal y 

Ley 508 de 1999, Plan Nacional de Desarrollo, Imprenta Nacional de Colombia, p. 7. 



financiera, judicial y derechos hu­

manos, control de narcóticos, desa­

rrollo alternativo, participación so­

cial, desarrollo humano y coopera­

ción internacional. El Plan tiene un 

costo de U.S $ 7.558 millones y el 

principal programa es la "defensa 

nacional: seguridad y justicia", que 

concentra el 64% de los recursos. 

El Plan Colombia parte de un 

supuesto discutible: establecer las 

causas de la crisis de gobernabili~ 

dad y legitimidad del Estado colom­

biano en el narcotráfico y el conflic­

to armado. El eje básico del Plan se 

sustenta en un incremento de la de­

pendencia económica, militar y po­

lítica y a la postre en un mayor invo­

lucramiento de los Estados Unidos 

en el conflicto interno de Colombia. 

En el campo de las relaciones bila-
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terales, la cooperación militar y de 

policía, además de dejar abierta la 

posibilidad de una intervención mi­

litar multilateral, el gobierno consi­

dera de enorme beneficio el apoyo 

·bilateral en el control de fronteras, 

equipos y soporte tecnológico. Se­

gún el gobierno Pastrana, la estrate­

gia de defensa nacional implica la 

reestructuración y modernización 

de las fuerzas armadas y la policía, 

para restablecer el orden, garantizar 

la seguridad en todo el territorio co­

lombiano, combatir el crimen orga­

nizado y los grupos armados y pro­

mover el derecho internacional hu­

manitario. No obstante, la concep­

ción del Plan Colombia sobre la 

paz, como se señaló anteriormente, 

simplifica el conflicto social y polí­

tico a Uf) conflicto armado entre 

Costos por programas y fuentes de financiamiento del Plan Colombia 
(millones de U.S.$) 

Programas Estado % Crédito % Ayuda % Total % 

Polftica Económica 225.92 6.2 8.1J 2.2 822.70 2],] 11056.75 14.0 

Democratización y 
Desarrollo Social b90.b6 lll.B 72.1(, 1'!.5 fl74.4~ 24.1! l,fd7.:11 21.7 

Proceso de Paz b.OO O) ().()() 0.00 "48.04 1.4 54.04 0.7 

Defensa nacional: 

Seguridad y justicia 2,741.00 74.11 289.0 78.3 1,71l0.00 50.5 4,H10.00 b).b 

Total 3,bb3,60 100. 3&9.28 lOO. 3,525.22 100. 7,55H.10 lOO. 

Participación °/o 411.5 4.9 46.6 IIXJ.O 
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grupos al margen de la ley y vincu­

lados al tráfico de drogas. Mientras 

en el país se adelantan las negocia­

ciones sobre la paz, el Plan Colom­

bia busca el escalamiento e interna­

cionalización de la guerra. 

El Plan parte de una hipótesis 

falsa: el conflicto armado es princi­

palmente rural y obedece a ideolo­

gías caducas que reciben. el apoyo 

de menos del 4°/., de la población. 

Por ello acarician la idea de que 

una guerra, con el apoyo de los paí­

ses ricos, sería favorable al gobierno 

Colombiano y los intereses de las 

élites nacionales. Eh concreto, se 

trataría de eliminar, según la afirma­

ción del Plan Colombia, mediante 

la guerra, a dos millones de colom­

bianos que son contrarios al actual 

régimen político y económico. En 

las zonas rurales de Colombia se 

encuentra el 30% ·de la población 

colombiana, cerca de 13 millones 

de personas, con niveles de pobreza 

del 80% y un rezago en el nivel de 

vida de 30 años respecto a las ac­

tuales condiciones urbanas. 

Otra afirmación falsa en el Plan 

Colombia señala que los recursos fi­

nancieros orientados hacia las fuer­

zas armadas y la justicia vienen 

siendo decrecientes, de allí su debi-

lidad para enfrentar los diversos 

conflictos y controlar el territorio. 

Según la Comisión de Racionaliza. 

ción del Gasto y de las Finanzas Pú­

blicas, el gasto en defensa creció 

durante la última década del siglo 

XX a un ritmo dos veces superior al 

del Producto Interno Bruto. Entre 

1980 y 1995 el gasto en defensa se 

incrementó del 2,2% al 4,5% con 

relación al PI B. Período en el cual la 

tasa de homicidios por cien mil ha­

bitantes aumentó de 30 a 75. En la 

historia colombiana los índices de 

violencia aumentan al ritmo del 

gasto en defensa. A partir de los di­

ferentes escenarios de guerra que 

Colombia ha enfrentado se aprecia 

la constatación práctica de que no 

es P?sible una solución militar sino 

la negociación política y la transfor­

mación de las actuales estructuras 

políticas y económicas que generan 

exclusión y pobreza. 

Además del escalamiento de .la 

guerra interna, la otra ~strategia de 

paz del Plan Colombia corresponde 

a una m!litarización de la vida civil 

con ideas de seguridad, orden y for­

talecimiento del E~tado. Los dere­

chos humanos, en esta estrategia, se 

reducen al tema del derecho inter­

nacional humanitario dejando de 



lado los derechos civiles, políticos y 

los sociales, económicos y cultura­

les. El apoyo a las movilizaciones de 

la sociedad civil por la paz se esti­

man en U.S.$ 54 millones, esto es, 

campañas que niegan los orígenes 

del conflicto y se fundamentan en 

un claro voluntarismo de la paz sin 

afecta. intereses estructurales. A la 

par, junto a las campañas por la 

paz, se busca deslegitimar toda ma­

nifestación de los movimientos po­

pulares y de los trabajadores que re­

sisten a los embates del modelo de 

desarrollo caracterizado por la ex­

clusión y el empobrecimiento de las 

mayorías. 
Las fuentes de financiamiento 

del Plan Colombia son: 48.5% re­

cursos del Estado colombiano, 

4.9% crédito (bonos de paz) y 

46.6% comunidad internacional. 

De los U.S.$ 1.574 millones aporta­

dos por el gobierno de los Estados 

Unidos, se prevé la destinación de 

U.S.$ 1.036 millones para el exa­

cerbamiento de la guerra (fortaleci­

miento de "batallones antinarcóti­

cos" y compra de helicópteros 

Black Hawk) y U.S.$ 93 millones al 

"fortalecimiento de la justicia", en­

caminado a "investigar, procesar y 

condenar a los narcotraficantes y 
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otros delincuentes", propendiendo 

por una transición a un sistema acu­

satorio, extraño a la tradición jurídi­

ca colombiana. 

Además del aporte de los Esta­

dos Unidos al Fondo de Inversiones 

· para la Paz -FIP, creado mediante la 

Ley 487/98, se aspira la consecu­

ción de U.S.$ 1.250 millones más 

con la Unión Europea, otros U.S.$ 

750 millones provendrían de crédi­

tos reembolsables de las entidades 

multilaterales de crédito (BID y 

BIRF). El aporte del gobierno colom­

biano sería del orden de los U.S.$ 

4.000 millones. Con un déficit fiscal 

cercano al 6% del PIB, no es fácil 

para el gobierno colombiano reunir 
esta contrapartida para el financia­

miento del Plan, máxime cuando la 

política fiscal se encuentra controla­

da por los acuerdos con el FMI. 

Después de año y medio de creado 

el FIP, los únicos recursos con que 

cuenta el gobierno suman U.S$ 120 

millones, recaudados a través de la 

suscripción forzosa de los bonos pa­

ra la paz. En consecuencia, los 

U.S.$ 4.000 millones comprometi­

dos por parte de la administración 

Pastrana implicarán para la sacie· 

dad colombiana mayor endeuda­

miento público y. un severo recorte 
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en los gastos sociales, en los recur­

sos de inversión y en las transferen­

cias a las entidades territoriales. 

En resumen, el Plan Colombia 

posee un ingrediente fundamental: 

la inversión en instrumental de gue­

rra, logística e inteligencia, todo ello 

acompañado de una cada vez más 

creciente injerencia de fuerzas espe­

ciales de las Fuerzas Armadas de los 

Estados Unidos. El grado de injeren­

cia e involucramiento en el conflic­

to interno es tan profundo que este 

nuevo Plan se ha negociado a espal­

das del Congreso de la República de 

Colombia y se consolidó con viola­

ción de claras obligaciones constitu­

cionales del presidente; no solo en 

lo que respecta al Plan Nacional de 

Desarrollo y al desvío de los fondos 

de inversiones previamente aproba­

dos, también en lo que respecta a la 

solicitud del permiso del congreso 

para legalizar la presencia y partici­

pación de tropas extranjeras en el 

conflicto interno. 

la narcotización de la paz 

De acuerdo con la afirmación 

hecha por el Presidente Clinton en 

su presentación al Congreso de la 

"Propuesta de ayuda de los Estados 

Unidos para el Plan Colombia", el 

11 de enero de 2000, "Colombia y 

su gobierno elegido democrática­

mente se enfrentan con una crisis 

urgente que tiene dimensiones nar­

cóticas, militares y económicas". 

(. .. ) "El comercio de narcóticos y el 

conflicto civil de Colombia están 

cada vez más entrelazados. Los re­

beldes marxistas y los paramilitares 

de derecha financian sus activida­

des con los centenares de millones 

de dólares de narco lucro cada año. 

Debido a la fuerte presencia insur­

gente y paramilitar, las fuerzas de 

seguridad colombianas no son ca­

paces de realizar operaciones anti­

narcóticas efectivas en las mayores 

regiones de cultivo en el sur de Co­

lombia. Esta región, ·particularmente 

los departamentos de Putumayo y 

Caqueta, está aislada y dominada 

por las Fuerzas Armadas Revolucio­

narias de Colombia, FARC". 

Según el Director de la Oficina 

de Política Nacional de Control de 

Drogas, General Barry McCaifrey, 

"La propuesta de la administración 

para un aumento de financiación 

para apoyar a Colombia es una de 

las más importantes iniciativas anti­

narcóticos que jamás haya sido pro­

puesta por nuestro gobierno. La pro­

ducción de cocaína y heroína que 



rápidamente aumenta en Colombia 

genera una amenaza a la seguridad 

nacional de los Estados Unidos y al 
bienestar de nuestros ciudadanos. 

Un 80% de la cocaína que esta en­

trando a los Estados Unidos se origi­

na en o pasa por Colombia. Canti­

dades crecientes de heroína colom­

biana le alta pureza están siendo 

transportadas hasta las calles de los 

Estados Unidos. El narcotráfico, la 

violencia y la corrupción que ésta 

genera, también socava la democra­

cia colombiana y la estabilidad re­

gional". 

La contribución de los Estados 

Unidos tiene cinco componentes: 
ofensiva en las áreas cultivadoras de 
coca en el Sur de Colombia (entre­

namiento y equipamiento de bata­

llones antinarcóticos especiales y 
apoyo en inteligencia militar); una 

interdicción más agresiva en la re­

gión andina; fortalecimiento de la 

Policfa Nacional de Colombia en 

las labores de erradicación de coca 

y amapola '(aviones de fumigac.ión, 

operaciones en los centros de culti­

vo e inteligencia sobre narcotrafi­

cantes); desarrollo económico alter­

nativo; y, fortalecimiento del gobier­

no. Los cinco componentes tienen 

una finalidad principal: "Guerra 
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contra la Droga". 

El Plan Colombia tiene tres con­

secuencias directas: i) la narcotiza­

ción del proceso de paz, ii) Según la 

propuesta del Presidente Clinton, 

pretende combatir, primero, a la in-

. surgencia, y, segundo, al campesi­

nado cocalero cuyos "impuestos" la 

alimentan; iii) el escalamiento del 

conflicto social y armado en Co­

lombia, iniciando las operaciones 

de guerra, primero en el sur como 

plan piloto, para continuar, a partir 

de la experiencia ganada, en el res­

to del país. Se llega de este modo, a 

la ecuación mortal: "los Estados 

Unidos dan la tecnología militar y 

las armas y los colombianos pro­
veen los muertos". 

En el escalamiento de la guerra 

no se busca atacar ni a los paramili­
tares (comprobados traficantes de 

drogas y permanentes violadores de 

los derechos humanos) ni a la élite 

que domina el tráfico de cocafna y 

herofna. 

De acuerdo con la argumenta­

ción de Christine Lauber (Nueva 

York, noviembre de 1999), la ayuda 

militar de los Estados Unidos se 

transformó de un apoyo a la Policía 

Nacional, que estaba encargada de 

operaciones contra-narcóticos, a 
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una ayuda a operaciones de con­

trainsurgencia, gracias a la teoría de 

la "narco-guerrilla", análisis muy 

imperfecto que se ha convertido en 

la doctrina para aquell~s que en 

Washington buscan derrotar la in­

surgencia armada en Colombia. De 

otra parte, aunque los grupos para­

militares son considerados como 

grupos terroristas por el Departa­

mento de Estado, no están incluidos 

formalmente en la lista de grupos te­

rroristas internacionales del gobier- · 

no estadounidense. Esto a pesar que 

el Proyecto de ley "Alianza" de 
1999, reconoce los vínculos que 

unidades del ejército colombiano 

tienen con "fuerzas irregulares" 

(léase escuadrones de la muerte pa­

ra militares) y al mismo tiempo ig­

nora el hecho de que las estructuras 

paramilitares fueron montadas por 

la fuerza pública colombiana, con 

el entrenamiento y asistencia de 

agentes y personal militar nortea­

mericano para llevar a cabo el "tra­

bajo sucio" del Estado. En resumen, 

el dinero de la ayuda norteamerica­

na irá a apoyar unas fuerzas milita­

res con una terrible historia en dere-

chos humanos y con vínculos evi­

dentes con los grupos paramilita­
res2. 

Es claro que el paramilitarismo 

es considerado en el Plan· Colombia 

como un ejército ilegal que defien­

de al Estado y que es funcional a la 

defensa de los grandes proyectos 

macroeconómicos de explotación 

de los recursos naturales del pafs y 
al desplazamiento de población ci­

vil afectada, en los cuales se en­

cuentran importantes intereses de 

multinacionales norteamericanas. 

Estos macroproyectos se centran en 

las zonas norte y costeras de Co­

lombia, por tanto, no es prioridad 

en los centros de operación de la 

"Guerra contra la Droga". 

De otra parte, el Plan Colombia 

ataca a los pobres campesinos que 

sobreviven de los cultivos ilícitos y 

no a los barones de la droga. De 

acuerdo con un cuidadoso estudio 

de la industria de la cocaína hecho 

por el ex analista de la CIA, Sidney 

Zabludoff, el vértice de la industria 

comprende a unos quinientos em­

presarios que manejan la mayor 

parte de la cocaína que llega a los 

2 Lauber, Christine, (1999), El precio que pagamos por ser una potencia mundial, Suple­
mento Especial Desde Abajo, Santa Fe de Bogotá, pp. 37-40. 



mercados de E.U. y Europa. Por de­

bajo de esta cúspide, aproximada­

mente 6.000 personas organizan los 

negocios cotidianos de transporte, 

distribución al extranjero, lavado de 

dinero y seguridad. Esto sugiere que 

el negocio de la cocafna está domi­

nado por una élite y una sub-élite 

de aproximadamente de 6.500 a 

7.000 personas. Este grupo constitu­

ye una conexión vital entre los ci~n­

tos de milés de campesinos andinos 

y procesadores pequeños, por un la­

do, y los distribuidores, millones de 

vendedores callejeros y consumido­

res de cocaína en los pafses indus­

trializados, por otro3. Los miembros 

de estas élites y sub-élites que domi­

nan el negocio de las drogas ilícitas 

habitan en las principales ciudades 

de Colombia y en el exterior, en 

consecuencia no se verán afectadas 

por la "Guerra de la Droga" que el 

gobierno de los Estados Unidos y el 

Ejército de Colombia desatarán con­

tra la insurgencia y los campesinos, 

en el sur del país. 
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El problema principal, enton­

ces, es que con la narcotización de 

la paz se producirá un escalamiento 

del conflicto, afectando las posibili­

dades de una solución negociada 

para terminar la guerra civil en Co­

lombia. 

Efectos "colaterales": Derechos 
Humanos y medio ambiente 

El escalamiento del conflicto so­

cial y armado en Colombia, conse­

cuencia directa de la ejecución del 

Plan Colombia, no solo afectará a la 

insurgencia y al campesinado coca­

lera del Putumayo y Caquetá. La 

"Guerra contra la Droga" tendrá, 

como de manera eufemística se lla­

ma en los conflictos modernos, 

efectos "colaterales" de gran magni­

tu~ en los ámbitos de los derechos 

humanos, el empobrecimiento del 

pafs y el deterioro del medio am­

biente, 

La violación de los derechos hu­

manos durante los último gobiernos 

colombianos es continua y crecien­

te. Así lo manifestó el ciudadano 

Defensor del Pueblo de Colombia el 

3 Rensselaer W. Lee 111 y Francisco Thoumi, (1998), Nexo entre las organizaciones crimi­
nales y la política en Colombia, Revista Ensayo y Error, año 3, N" 4, abril de 1998. San­
ta Fe de Bogotá, p. 207-208. 
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pasado 21 de abril de 1999 ante la 

Comisión de Derechos Humanos de 

las Naciones Unidas: "Con dolor 
debo manifestar que las violaciones 
a los derechos humanos además de 
persistentes, tienen el carácter de 
graves y masivas a causa de la injus­
ticia social, condiciones de pobreza 
que involucran más del 50% de mis 
compatriotas, la violencia política y 

el conflicto armado. Puedo afirmar 
que en mi país no existe una políti­
ca estatal para violar los derechos 
humanos, pero también puedo afir­
mar que no existe una polftica esta­
tal para evitar su víolación"4 • Las ci­

fras de violación de derechos huma­

nos no pueden ser más elocuentes 

en Colombia. 

Derechos Humanos y Violencia sociopolítica en Colombia 1990-1998 

Allo Homicidios Desapa- Homicid Muertes Tot•l Homicidio Total de %viol. % violenc. 
Pollticos. riciOfll"''i person. acciones vidimas violrncia homicidios Sodo Común/ 
ejf:'c. Mar¡¡inados bo!licas violencia común tot homicid. polrtica/ total hom. 
btrajud. sociales sodopollt. 

1990 2,007 217 267 1,229 3,720 20,547 24,267 15,3 84,7 
1991 1,829 180 389 1,364 3,762 24,378 28;140 13,4 86,6 
1992 2,178 191 505 1,602 4,476 23,748 28,224 15,9 84,1 
1993 2,190 144" 161 1,097 3,592 24,434 28,026 12,8 87,2 
1994 1,668 147 277 1,009 3,101 23,706 26,807 11,6 88,4 
1995 1,831 85 371 1,049 3,336. 22,062 25,398 13,'1 86,9 
1996 1,701 185 213 1,174 3,273 24,155 27,428 11,9 88,1 
1997 1,911 180 103 1,296 3,490 24,306 27,796 12,6 87,4 
1998 1,388 240 157 1,495 3,280 26,062 29,342 11,2 88,8 

FUENTE: Cálculos del autor con base en: CINEP & justicia y Paz, Banco de datos de 

Derechos Humanos y Violencia Política; Revista Utopías, Año VI, N 11 58, 1998; Di­

jin; y, Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

4 José Fernando Castro Caycedo, Ciudadano Defensor del Pueblo de Colombia, Interven­
ción en el 55 período de sesiones ordinarias de la Comisión de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas, Ginebra, Suiza, 21 de abril de 1999. 



Dentro de este marco violatorio 

de los derechos humanos, el Estado 

no puede considerarse como una 

vfctima más. Si bien existen grupos 

de justicia privada, escuadrones de 

la muerte, autodefensas, ejércitos 

privados y bandas de sicarios que 

explican una parte importante de la 

violencia en Colombia, éstos no 

ocultan la estrategia paramilitar de 

las fuerzas armadas de Colombi~ y 
las operaciones encubiertas de los 

servicios de inteligencia del Estado. 

Al finalizar los años 80 del siglo XX 

en Colombia, existían unos 180 

grupos paramilitares; actualmente 

se conocen más de 250 siglas para­

militares. La mayorfa de éstas son 
organizaciones armadas creadas 

por el ejército, cuando no son gru­

pos especiales de las fuerzas milita­

res que operan clandestinamente. 

Estos grupos son responsables, en 

un altísimo porcentaje, de los miles 

de asesinatos, desplazamientos for­

zosos y desapariciones registrados 

en las últimas décadas de la guerra 

suciaS. El ex embajador de los Esta­

dos Unidos en Colombia, M. Fre­

chette, denunció en su momento la 
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existencia de escuadrones de la 

muerte al interior de las fuerzas ar­

madas de Colombia. Con posterio­

ridad el gobierno debió acabar con 

la Brigada XX de Inteligencia militar 

ante la evidencia pública de su in­

volucramiento en la violación de 
derechos humanos. 

Frente a esta situación, es de es­

perar que los recursos de ayuda 

norteamericana Incrementarán la 

violación de derechos humanos en 

Colombia. Más aún, el gobierno del 

presidente Pastrana recientemente 

ha objetado el proyecto de Ley N!l 

20/98 Senado, N11 142/98 Cámara 
"Por medio de la cual se tipifica el 

Genocidio, la desaparición forzada 
y la tortura y se dictan otras disposi­
ciones". El gobierno Pastrana consi­
deró que "no se debe incluir el ge­

nocidio cometido contra grupos po­

lfticos, pues la esencia del delito del 

genocidio es pretender sancionar 

los actos que pretenden la elimina­
ción de un grupo en cuanto tal, y el 

genocidio político no afecta una 

identidad permanente sino una en. 

tidad transitoria; y dichas conductas 

están sancionadas en nuestro códi-

S N .C.O.S.- Sago· terre des hommes, France- Commissiun ui the churches un intcrnational 
afffairs- Internacional of Free Trade-Unions - Commissie Rechtvaardiiigheid en Vrede, 
(1995.), Tras los pasos perdidos de la guerra sucia, Ediciones NCOS, Bruselas. 
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go penal por el delito de homicidio 

agravado". Según el gobierno al in­

cluir en el genocidio los grupos po­
líticos "podrían en la práctica impe­

dir el cumplimiento de las funcio­
nes constitucionales y legales de la 

fuerza pública". Dentro de estas 
funciones se encuentra "la realiza­

ción de tareas tendientes a comba­

tir los grupos armados al margen de 

la ley, lo cual determina el empleo 

de las armas y como consecuencia 
la muerte o heridas de miembros de 

dichos grupos delictivos". Es impor­

tante recordar, que entre 1985 y 
mediados de los años 90 se llevó a 
cabo un genocidio político que tu­
vo como víctimas a 3000 militantes 
ele la Unión Patriótica. Durante este 

periodo también se eliminaron a 
1500 miembros de la Central Unita­
ria de Trabajadores. En 1998 el nú­

mero de homicidios políticos fue de 

1 388 y el de desapariciones forza­

das de 240. 

Colombia tiene una larga histo­

ria de imposición arbitraria del 

cumplimiento de la ley y de abuso 

de los sistemas legal, represivo y ju­
dicial por parte de aquellos que es­

tán en el poder, quienes lo aprove­

chan en beneficio personal. El Plan 

Colombia, no transforma esta situa­

ción sino la agudiza. De ser aproba-

da la ayuda a Colombia viviremos 

un recrudecimiento de la violencia 

en los campos, con asesinatos por 
doquier e incremento de desplaza­

dos y violación de los derechos hu­
manos. 

La agudización del conflicto en 

Colombia será de tal magnitud que 

en el paquete de ayuda presentada 

al Congreso de los Estados Unidos 

presentado por el presidente Bill 

Clinton, al comentar la apropiación 

de US$ 600 millones destinados a 
consolidar la ofensiva en las áreas 

cultivadoras de coca en el sur de 
Colombia, puede leerse la siguiente 
consideración: "se requiere asignar 
recursos para responder a la enor­

me concentración de carácter mili­

tar. y al impacto social que causará 

esta arremetida". Agrega el presi­
dente de los Estados Unidos que la 

contribuci6n incluirá "ayuda para 

dar techo y empleo al pueblo co­

lombiano que será desplazado du­

rante esta ofensiva en el sur de Co­

lombia". El impacto social de esta 

"Guerra contra la Droga" afectará a 

590.000 colombianos que habitan 

en los departamentos de Putumayo 

y Caquetá. Con los recursos de 

emergencia contemplados se "fi­

nanciarán" la población afectada 

por tan solo 90 días. 



Esta población afectada se unirá 

a los 2 millones de personas en si­

tuación de desplazamiento forzoso 

que actualmente afrontan un dete­

rioro profundo en sus condiciones 

de vida familiar, cifra que represen­

ta el 6,2% del total de la población 

del país. Los efectos perversos se 

manifi ~stan en: i) violación de dere­

chos humanos; ii) unidades familia­

res rotas, disgregadas y reducidas, . 

con un altísimo deterioro de las ca­

racterísticas de las redes personales, 

familiares y comunitarias; iii) des­

plazamientos unipersonales, de 

unidades familiares o de comunida­

des enteras; iv) reducción substan­

cial de la calidad de vida de los 
afectados consecuencia de la dismi­
nución de ingresos, el hacinamien­

to, la pérdida del patrimonio fami­

liar, las escasas condiciones de sa­

lubridad, ruptura de los niños con 

el sistema escolar, incremento de la 

violencia intrafamiliar; v) pérdida 

de autoestima y confianza en el fu­

turo; vi) pérdida de los lazos de so­

lidaridad y ayuda; vii) desgaste en 

los sistemas públicos de bienestar; 

viii) menoscabo progresivo de las 
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relaciones constitutivas del tejido 

social e incremento de las condi­

ciones de perpetuación del conflic­

to crónico social. 

El Estado colombiano no acaba 

de demostrar la capacidad y/o la 

·voluntad de encontrar soluciones a 

las causas de fondo, no de atender 

humanitariamente a los desplaza­

dos, ni de mitigar las consecuencias 

sociales del desplazamiento. Tfmi­

damente, durante el gobierno del 

presidente Ernesto Samper se crea­

ron algunos mecanismos legales de 

atención a desplazados (la Ley 
387), pero estos no dejan de consti­

tuir un marco meramente teórico 

que tiene poco cumplimiento. In­
cluso la creación de una "Conseje­
ría Presidencial para la Atención a 

los Desplazados", apenas logró 

apuntarse contados ta~tos positivos 
y desapareció con· la administración 

Pastrana6. 

El otro impacto previsible será 

en la destrucción ambiental del 

país. Por las facciones adelantadas 

en la erradicación de cultivos ilíci­

tos, el país ha pagado un alto costo 

con la pérdida de biodiversidad. La 

6 Pablo Alcade Su bias, 1999, Colombia poblaciones desplazadas por la violencia, en geo­
polftica del hambre, Icaria Editorial, Barcelona, p.p. 103-112. 
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fumigación aérea con glifosato- en 

la Sierra Nevada de Santa Marta 

con el fin de acabar con los narco­

cultivos generó una acción devasta­

dora en el ambiente y el nacimien­

to de niños con malformaciones 

congénitas. Además no solo el glifo­

sato es tóxico sino que se ha com­

probado que los otros ingredientes 

que contienen surfactante son po­

t~nciales agentes cancerígenos. Al 

esparcirse el químico de manera in­

discriminada en el aire implica 

grandes problemas para los seres 

humanos, agua, plantas y fauna. 

El actual ministro de Medio 

Ambiente Juan Mayr, afirmaba en 

1995 cuando erd director de la Fun­

dación Pro Sierra Nevada de Santa 

Marta, que "la fumigación es impre­

cisa si se hace de manera aérea, to­

da vez que se corre el riesgo que los 

vientos se lleven el químico a otro 

lado y de esta manera se terminaría 

afectando otra zona de bosques o 

cultivos e incluso la flora y la fau­

na"7. El embate del glifosato l¡!n la 

Sierra Nevada de Santa Marta impli. 

có la desaparición de 1 O de los 35 

rfos que bajaban del macizo y sur-

tían de agua a los departamentos 

del César, Magdalena y La Guajira. 

Es urgente fortalecer la estrate­

gia de un verdadero Plan .Colombia 

en la erradicación de cultivos me­

diante la solución a los problemas 

de pobreza, exclusión y la sustitu­

ción y generación de empleo pro­

ductivo y no mediante -como está 

previsto- la utilización de un hon­

go, que no se sabe que otras conse­

cuencias colaterales Implicará, o la 

continuidad del uso de defoliantes 

que agravan de por sf el problema 

ambiental, generado por la siembra 

de los cultivos psicotrópicos en la 

sacrificada selva amazónica o en 

los bosques de niebla que urge re­

cuperar. 

El gobierno colombiano se 

comprometió con la Secretaria de 

Estado Madelaine Albright el 50% 

del área cultivada, sin importar las 

graves consecuencias ambientales 

que se unirán a la devastación que 

sufre el país. Según un estudio de 

julio Carrizosa, en los últimos 50 

años se ha perdido más de la mitad 

de la cobertura boscosa general y 
casi la totalidad de algunas forma-

7 El Espectador, lunes 25 de septiembre de 1995, p.B•. 



ciones como el bosque seco tropi­

cal y el bosque subandino. La tota­

lidad de las corrientes de agua andi­

nas están contaminadas. La pesca y 
la caza han desaparecido en la zo­

na andina y el sistema Magdalena. 

Cuarenta y cinco por ciento de los 

suelos se usan para fines diferentes 

a los r e su vocación y 1 0% presen­

ta erosión severaS. 

Vías alternas al conflicto 

El Plan Colombia parte de un 

supuesto discutible: definir las cau­

sas de la crisis de gobernabilidad y 
legitimidad del Estado colombiano 

en el narcotráfico y la confrontación 

de grupos armados al margen de la 

ley. La iniquidad social y las desi­

gualdades, la pésima distribución 

del ingreso, los altos niveles de ex­

clusión política y económica, la 

anacrónica concentración y explo­

tación de la tierra, la mala distribu­

ción de la propiedad, los bajos sala­

rios y los altos niveles de pobreza, 

la violadón de los derechos socia­

les, económicos y culturales que su­

fren amplios sectores populares, no 

son tenidos en cuenta ni como cau-
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sa de los niveles de violencia _que 

padecemos, ni como-expectativa de 

solución como consecuen~ia de 

una alta inversión de recursos para 

lograr legitimidad y gobernabilidad. 

Colombia ha enfrentado perma~ 

nentes escenarios de guerra, espa­

ciados por períodos de relativa paz, 

cuya principal característica antes y 
ahora ha sido la muerte violenta de 

millones de colombianos y atrope­

llos contra la sociedad civil, la de­

sintegración de lazos de solidaridad 

y espacios de organización y la 

constatación práctica de que no es 

posible una solución militar. 

Por ello, cualquier acción gu­

bernamental y no gubernamental, 

nacional e internacional, frente al 

problema del conflicto social, eco­

nómico y polftico en su expresión 

armada, debe considerar los posi­

bles escenarios eri los cuales se pue­

de llevar a cabo un proceso de ne­

gociación política, para trascender 

las propuestas coyunturales y con­

tribuir a soluciones urgentes y es­

tructurales pero también de largo 

plazo. 

8 Julio Carrizosa (1997), Lo económico desde una visión ambiental compleja, en: Revista 
Ecologra Polrtica, Icaria Editorial, Barcelona, pp 44-4.5. 
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En consecuencia, el Plan Co­

lombia debe transformarse en un 

verdadero programa para la solu­

ción de los factores que generan 

conflicto, descohesión social, ex­

clusión, pobreza, violación de los 

derechos humanos e ingobernabili­

dad. Esta consideración implica: 

Un ajuste en la composición de 

las partidas del Plan Colombia. 

El énfasis debe ser colocado en 

los componentes de política 

económica, apoyo ~1 proceso de 

paz, democratización y desarro­

llo social. 

La solidaridad internacional, ex­

presada en múltiples formas, de­

be ir acompañada de procesos 

de veedurfa ciudadana que per­

mitan hacer un seguimiento no 

solo a las acciones del Estado en 

la consecución de la paz, sino 

también a los recursos intern·a-

cionales y nacionales que se 

destinan P!ira la solución de los 

conflictos social, económico y 

político en su expresión arma­

da. Por ello, se debe crear una 

Comisión Binacional de la So­

ciedad Civil, cuya responsabili­

dad sea hacer veeduría y maní­

toreo a los dineros que destina 

el gobierno norteamericano pa­

ra Colombia. La Comisión debe­

rá estar conformada por parla­

mentarios/as, miembros de or_­

ganizaciones sociales, sindica­

listas, líderes comunitarios, em­

presarios, académicos e intelec­

tuales. 

El apoyo a la adopción de un 

Plan de Derechos Humanos que 

garantice de manera real y uni­

versal su vigencia y cumpli­

miento por parte del Estado y La 

Sociedad Civil. 




